Radicación: 666823104001-2021-00091-01

Accionante: José Iván Ocampo Rendón

Accionado: Ministerio de Defensa Nacional y Otros

Decisión: Modifica


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / DEFINICIÓN / REQUISITOS / EMISIÓN DE BONO PENSIONAL / TRÁMITE LEGAL / TÉRMINO PARA HACERLO / TRÁMITE INTERINSTITUCIONAL.
El artículo 23 de nuestra Constitución, establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos…
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado pacíficamente la jurisprudencia Constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que esta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante
En relación con la liquidación y emisión de bonos pensionales, existe una norma específica que nos indica cuál es el término en que ello debería suceder, concretamente el artículo 2.2.16.7.8 del Decreto 1833 de 2016:

“Cuando la administradora reciba una solicitud de trámite de bono procederá así:

“Establecerá dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes la historia laboral del afiliado con base en los archivos que posea y la información que le haya sido suministrada por el afiliado. Dentro del mismo plazo, solicitará a quienes hayan sido empleadores del afiliado, o a las cajas, fondos o entidades de previsión social a las que hubiere cotizado, que confirmen, modifiquen o nieguen toda la información laboral que pueda incidir en el valor del bono.” (…)
Acorde con lo anterior, el Ministerio de Defensa contaba con el término de 30 días hábiles para certificar la información laboral requerida por la AFP, pero NO lo hizo, tal y como lo argumentaron al unísono tanto Porvenir como el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, lo que quiere decir que a partir de ese momento la petición del accionante quedó en una especie de stand by, porque ni la AFP ni el Ministerio de Hacienda y Crédito Público cuentan con herramientas para culminar el trámite necesario para la emisión del bono pensional. 

Por lo anteriormente dicho, considera la Sala que, si bien la decisión de primer grado fue acertada al conceder la acción de amparo constitucional deprecada por el accionante, las órdenes dictadas no fueron adecuadas para poder conjurar el menoscabo causado, pues no podemos desconocer que la emisión de los bonos pensionales exige un trámite interinstitucional.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del ciudadano JOSÉ IVÁN RENDÓN OCAMPO, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal el 21 de abril de 2021, dentro de la querella de amparo promovida por el recurrente en contra del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL y otros.
ANTECEDENTES:
En síntesis, consignada por el Despacho de primer nivel, se dijo que: 
“Expresó el señor JOSE IVAN OCAMPO RENDON que a la fecha cuenta con 62 años de edad, razón por la cual inicio su trámite pensional, motivo por el cual Mediante radicado EXT20-601208 de fecha 06 de agosto de 2020 se le solicitó al Ministerio de Defensa la Expedición de formatos CETIL del tiempo de servicio prestado a la entidad, al cual tuvo una respuesta en la cual le informaron que dicha solicitud fue traslada a Batallón de Infantería No 23 Vencedores; lo anterior en ocasión que allí reposaba la historia laboral de su tiempo de servicio, así mismo el día 10 de diciembre de 2020 solicito la expedición, emisión y pago de bono pensional, lo anterior bajo el radicado 0105672023016700, a lo que PORVENIR S.A en virtud de las atribuciones legales de trámite y cobro de Bono Pensional, solicitó al Ministerio de Defensa Nacional mediante radicado de salida 0200001162946300 realizar reconocimiento del cupón del Bono Pensional, pero a la fecha el Ministerio de Defensa Nacional no ha realizado el reconocimiento y pago del bono pensional, razón por la cual considera que se le está vulnerando el derecho de petición.
PRETENSIONES:

Acorde con los hechos planteados en precedencia, el accionante pidió el amparo de sus derechos fundamentales al mínimo vital, petición y seguridad social, y como consecuencia de ello se le ordene al Ministerio de Defensa Nacional que responda la solicitud realizada por Porvenir S.A el día 6 de enero de 2021, procediendo a realizar el reconocimiento y pago del bono pensional.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 

1. Admisión: 

El conocimiento del presente asunto le correspondió por reparto al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Despacho que profirió el auto admisorio en las calendas del 8 de abril de 2021, a través de cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos por el término de 2 días a la AFP Porvenir, el Ministerio de Defensa y el Batallón de Infantería Nro. 23 Vencedores. Más adelante ordenó la vinculación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
2. Intervenciones: 

Dentro del término de traslado, el comandante del Batallón de Infantería Nro. 23 Vencedores señaló que no ha vulnerado los derechos fundamentales reclamados por el accionante, y que carece de competencia funcional para resolver los planteamientos del libelista. 

La Directora de Litigios de la Administradora de Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A, dijo que esa entidad procedió a solicitar el reconocimiento y pago del bono pensional del afiliado, el cual debe ser reconocido y pagado por la nación (Ministerio de Hacienda) en calidad de emisor del bono pensional y para dicho reconocimiento el Ministerio de Defensa Nacional como contribuyente, debe reconocer y pagar los cupones del bono pensional que les fueron cotizados, situación a que no se ha configurado a la fecha.
Argumentó que a la fecha el trámite del bono pensional se encuentra detenido en la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda. 
El Ministerio de Hacienda y Crédito Público argumentó que no ha vulnerado los derechos fundamentales reclamados por el accionante, dado que él no ha presentado allí ningún tipo de solicitud. 

Por otro lado, señaló que la AFP Porvenir solicitó desde el 11 de diciembre de 2020 la emisión y redención del bono pensional del señor Ocampo Rendón, dentro del cual funge como emisor la Nación a través de esa Cartera Ministerial, y como contribuyente el Ministerio de Defensa Nacional. De allí, explicó que para ese Ministerio es imposible emitir y pagar el cupón principal porque el Ministerio de Defensa, como cuotapartista, no ha confirmado la historia laboral utilizada para liquidar el bono, ni tampoco ha reconocido ni pagado la obligación, y solo hasta cuando ello ocurra, se podrá emitir y redimir el bono pensional. 
Explicó que esa Oficina, mediante Comunicado C2021020097 del 15 de febrero de 2021 con Asunto: “Solicitud Reconocimiento y pago de Cuota Parte de Bono pensional tipo A”, le solicitó al Ministerio de Defensa Nacional en su calidad de contribuyente, el reconocimiento y pago de la cuota parte de bono pensional Tipo A que debe asumir dentro del bono pensional del accionante, sin que hasta la fecha dicho Ministerio haya procedido de conformidad con lo solicitado, circunstancia que impide a la OBP del Ministerio de Hacienda y Crédito Público continuar con el proceso de Emisión y Redención (pago) del bono pensional del señor José Iván Ocampo Rendon.
3. Sentencia: 

Posteriormente, al estudiar la situación fáctica planteada, la Juez de conocimiento decidió mediante sentencia del 21 de abril de 2021 tutelar el derecho fundamental de petición del señor José Iván Ocampo Rendón, de manera que le ordenó al Comandante Batallón de Infantería No 23 Vencedores que, en un término no mayor a 5 días hábiles, le dé una respuesta de fondo clara y precisa al señor José Iván Rendon Ocampo, para que la AFP Porvenir pueda realizar los trámites de pensión del peticionario.

IMPUGNACIÓN:
Una vez enterado de la decisión de instancia, el accionante promovió impugnación dentro del término legalmente previsto. Su inconformidad radica en el hecho de que se haya desvinculado al Ministerio de Defensa del presente asunto, pese a que esa Cartera no ha resuelto el tema del pago del cupón del bono pensional. 
Expuso que el Batallón de Infantería # 23 ya remitió la certificación en formato CETIL del tiempo de servicio al Ministerio de Defensa y esa información obra en el Ministerio de Hacienda, pero se requiere que el primero de los mencionados se pronuncie frente al tema del bono pensional. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
· Problema jurídico:  
En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si la sentencia de primera instancia fue acertada al conceder la solicitud de amparo constitucional deprecada por el señor José Iván Rendón Ocampo, y si fueron o no apropiadas las órdenes dictadas para conjurar la vulneración del derecho fundamental reclamado
· Solución: 
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

El artículo 23 de nuestra Constitución, establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado pacíficamente la jurisprudencia Constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que esta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante: “c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. (…) d) … la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (…)
”.
Por otro lado, la Ley 1755 de 2015, por medio de la cual se regula lo concerniente al derecho fundamental de petición, estableció en su artículo 1° (sustituyendo el Canon 14 de la Ley 1437 de 2011) los términos con que cuentan las entidades para resolver las distintas modalidades de petición, así: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción”.
En relación con la liquidación y emisión de bonos pensionales, existe una norma específica que nos indica cuál es el término en que ello debería suceder, concretamente el artículo 2.2.16.7.8 del Decreto 1833 de 2016:
“Cuando la administradora reciba una solicitud de trámite de bono procederá así:

Establecerá dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes la historia laboral del afiliado con base en los archivos que posea y la información que le haya sido suministrada por el afiliado. Dentro del mismo plazo, solicitará a quienes hayan sido empleadores del afiliado, o a las cajas, fondos o entidades de previsión social a las que hubiere cotizado, que confirmen, modifiquen o nieguen toda la información laboral que pueda incidir en el valor del bono. Lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2.2.16.7.4. del presente Decreto en relación con la OBP.

El empleador, caja, fondo o entidad que deba dar certificación, requerido por una administradora para que confirme información laboral que se le envíe, deberá responder en un plazo máximo de treinta (30) días hábiles, contados a partir de la fecha en que reciba el requerimiento, los cuales podrán ser prorrogados por el mismo término por la administradora cuando haya una solicitud debidamente justificada. Si la requerida es una entidad pública, se aplicará lo dispuesto en el artículo 14 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo Si se trata de servidores públicos, el incumplimiento de este plazo será sancionado disciplinariamente de acuerdo con la Ley 734 de 2002.

Una vez concluido el procedimiento anterior, la administradora dará traslado de la información al emisor para que dé inicio al proceso de liquidación provisional del bono, en la forma que se prevé más adelante. 

Para la liquidación y emisión del bono sólo se utilizará aquella información laboral que haya sido confirmada directamente por el empleador o por el contribuyente, si es diferente, o aquella certificada que no haya sido negada por alguno de estos dos, dentro del plazo señalado en el inciso anterior. Para efectos del cómputo del plazo, será necesario que la respuesta llegue dentro del mismo. 

(…) 
El emisor producirá una liquidación provisional del bono y la hará conocer de la administradora, a más tardar noventa (90) días después de la fecha en que, habiendo recibido la primera solicitud, tenga confirmada o no objetada por el empleador y las entidades que deban asumir las cuotas partes, la información laboral certificada correspondiente.

Una vez producida la liquidación provisional, la entidad administradora la hará conocer al beneficiario, con la información laboral sobre la cual ésta se basó. La liquidación se dará a conocer al beneficiario a más tardar dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha en que la entidad administradora reciba dicha liquidación, y en el caso del bono tipo A se podrá acompañar al extracto trimestral.

(…) 

Una vez que la información laboral esté confirmada o haya sido certificada y no objetada en los términos previstos en este artículo, los bonos se expedirán dentro del mes siguiente a la fecha en que el beneficiario manifieste por escrito por intermedio de la administradora, su aceptación del valor de la liquidación… 

(Decreto 1748 de 1995, art. 52, modificado por el Decreto 1474 de 1997, art. 14, el Decreto 1513 de 1998, art. 22 y el Decreto 510 de 2003, art. 6)

En el caso que ocupa la atención de la Sala, está demostrado que el señor José Iván Ocampo Rendón elevó derecho de petición de devolución de aportes ante la AFP Porvenir en las calendas del 10 de diciembre de 2020, y que al día siguiente esa entidad efectuó una liquidación provisional del bono generada por el sistema interactivo y la radicó ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el que a su vez demostró haber radicado mediante Comunicado C2021020097 de fecha 15 de febrero de 2021 una Solicitud Reconocimiento y pago de Cuota Parte de Bono pensional tipo A ante el Ministerio de Defensa Nacional.   

Acorde con lo anterior, el Ministerio de Defensa contaba con el término de 30 días hábiles para certificar la información laboral requerida por la AFP, pero NO lo hizo, tal y como lo argumentaron al unísono tanto Porvenir como el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, lo que quiere decir que a partir de ese momento la petición del accionante quedó en una especie de stand by, porque ni la AFP ni el Ministerio de Hacienda y Crédito Público cuentan con herramientas para culminar el trámite necesario para la emisión del bono pensional. 
Por lo anteriormente dicho, considera la Sala que, si bien la decisión de primer grado fue acertada al conceder la acción de amparo constitucional deprecada por el accionante, las órdenes dictadas no fueron adecuadas para poder conjurar el menoscabo causado, pues no podemos desconocer que la emisión de los bonos pensionales exige un trámite interinstitucional.
En ese sentido, considera la Corporación que es necesario modificar la decisión de instancia, dado que deberán ser la AFP PROTECCIÓN, EL MINISTERIO DE DEFENSA Y EL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, quienes de manera conjunta se encarguen de resolver la solicitud del accionante.

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, ello en el sentido de tutelar el derecho fundamental de petición del cual es titular el señor JOSÉ IVÁN RENDÓN OCAMPO. 

SEGUNDO: MODIFICAR el numeral segundo de la sentencia de tutela revisada, para en su lugar ORDENAR que sean la AFP PROTECCIÓN, EL MINISTERIO DE DEFENSA Y EL MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, quienes de manera conjunta se encarguen de resolver la solicitud del accionante.

TERCERO: Para cumplir con lo dispuesto en el numeral anterior, deberá el MINISTERIO DE DEFENSA pronunciarse frente a la solicitud de reconocimiento y pago de la cuota parte del bono pensional del accionante, en un término que no supere los 10 días hábiles, contados a partir de la notificación de la presente decisión, lapso en el cual deberá poner su decisión en conocimiento del MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO para que este a su vez emita la liquidación provisional del bono en el mismo plazo. Una vez recibido nuevamente el asunto en la AFP PROTECCIÓN, con la liquidación emitida por el Ministerio de Hacienda, contará con el término de 2 días para dársela a conocer al señor RENDÓN OCAMPO. Una vez ésta sea aceptada por el accionante, deberá el MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO emitir el bono pensional correspondiente. 

CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
� Sentencia T-219 de 2001.
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